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AL-DEST- IJU -302-2022 
INFORME JURÍDICO1 

 
 

“ADICIÓN DEL INCISO 31) AL ARTÍCULO 6 Y UN TRANSITORIO VIII A LA LEY  
GENERAL DE TELECOMUNICACIONES, LEY N.º 8642, DE 04 DE JUNIO  

DE 2008, Y ADICIÓN DEL ARTÍCULO 259 BIS AL CÓDIGO PENAL LEY N° 
4573 DE 4 DE MAYO DE 1970” 

 
 

EXPEDIENTE N.º 22.590 
 

I. RESUMEN DEL PROYECTO. 

 
Mediante las adiciones propuestas, tanto a la Ley General de Telecomunicaciones 
como al Código Penal, se pretende en correspondencia a esas leyes, crear un tipo 
penal, para sancionar la utilización dolosa, intencional y maliciosa, de dispositivos 
de radiofrecuencias inhibidores de señales. 
 
De acuerdo con la exposición de motivos, dichos dispositivos inhibidores han sido 
utilizados en Costa Rica por grupos criminales para materializar sus delitos, 
generando una importante afectación económica, tanto al sector público como al 
privado, y a la ciudadanía en general; debido a lo cual, la propuesta está dirigida a 
tres objetivos básicos.  
 
El primer objetivo es crear un tipo penal para sancionar razonablemente el uso de 
dispositivos de radiofrecuencia que inhiben y/o bloquean ondas de radio y señales 
celulares impidiendo la comunicación entre personas y entre dispositivos 
electrónicos, con el fin de apropiarse de bienes y valores ajenos.  El segundo 
objetivo trazado, es regular la fabricación en Costa Rica, la importación, la 
distribución, el transporte, la compra y venta, tenencia y uso doloso, intencional y 
malicioso de ese tipo de dispositivos y; finalmente, el tercer objetivo, es disuadir su 
uso. 
 
La propuesta consta de tres artículos de fondo y de una disposición transitoria a la 
Ley General de Telecomunicaciones. Además, hay que indicar que el proyecto de 
ley fue dictaminado afirmativamente por la Comisión Permanente Especial de 
Seguridad y Narcotráfico, en la Sesión N° 17 del jueves 20 de octubre de 2022, 

                                            
1  Elaborado por Víctor E. Granados Calvo, Asesor Parlamentario; supervisado y revisado por 
Bernal Arias Ramírez, Jefe de Área Jurídico-Social; revisión y autorización final, Selena Repetto 
Aymerich, Directora a.i., Departamento de Servicios Técnicos. 
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mediante el cual se aprueba un texto sustitutivo, mismo sobre el cual se basa 
el presente informe. 

 
II. VINCULACIÓN CON LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE  

 
En acatamiento de la obligación asumida por la Asamblea Legislativa de 
monitorear y dar seguimiento al cumplimiento de los ODS en la leyes y proyectos 
de ley presentados, se indica que, del análisis preliminar realizado por el Área de 
Investigación y Gestión Documental de este Departamento, se determina que el 
Expediente presenta una vinculación multidimensional, integral e interconectada 
con la Agenda 2030 en materia de desarrollo sostenible, así como una afectación 
positiva, presente en los ODS 16 y 17.  
 
Lo anterior, por cuanto si bien la viabilidad de la iniciativa debe ser determinada 
mediante un análisis jurídico, como el que aquí se hace, sus propósitos se 
enmarcan en las metas del ODS 16, destinadas a fortalecer los mecanismos para 
garantizar el Estado de Derecho; adopción de prácticas que mejoren la eficacia de 
las instituciones públicas y, fortalecer las instituciones nacionales pertinentes para 
que cuenten con mecanismos para prevenir y atacar la capacidad de la 
delincuencia organizada, lo cual impacta también en la meta del ODS 17 de 
conducir las políticas públicas a los desafíos definidos por la Agenda 2030.  
 
El proyecto se cataloga como multidimensional, aunque tiene vinculación 
solamente con dos de los 17 ODS ya que vale recordar que el ODS 16 ha sido 
denominado como el “vector articulador de la Agenda 2030”, pues contar con 
instituciones sólidas, permite alcanzar todas las demás metas propuestas. 
 
III.  ANTECEDENTES 

3.1. Ley N. ° 9597 del 13 de agosto de 2018 
 
La Ley 9597 fue tramitada en el expediente Nº 19.932, intitulado: ADICIÓN DE UN 
NUEVO INCISO 4) AL ARTÍCULO 49 DE LA LEY N. ° 8642, LEY GENERAL DE 
TELECOMUNICACIONES, DE 04 DE JUNIO DE 2008.  En esa oportunidad, esta 
asesoría recordó que:  
 

“(…) el espectro radioeléctrico es de propiedad exclusiva del Estado y constituye un 
bien de dominio público. Por esa razón, el legislador optó por una ley que regule y 
establezca los procedimientos de concesión, así como las condiciones y 
estipulaciones generales de este tipo de usos privativos o especiales de bienes del 
demanio constitucional. (Inciso 14 artículo 121 de la Constitución Política). Desde 
ese punto de vista el uso y la explotación de las frecuencias del espectro 
radioeléctrico que se requieran para la operación y explotación de redes de 
telecomunicaciones son concesiones que se sujetan a una serie de requisitos para 
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un área de cobertura determinada (regional o nacional), y en el caso de las redes 
públicas de telecomunicaciones, se otorgan mediante procedimiento concursal de 
conformidad con la Ley de Contratación Administrativa y su reglamento”.2 

 
Entonces, tal y como lo analizó nuestro Departamento con ocasión de la 
tramitación de ese expediente, es totalmente viable y posible que el legislador 
imponga nuevas obligaciones o regulaciones a los operadores y proveedores de 
servicios inalámbricos como la que se pretende establecer con este proyecto de 
ley para que personas físicas y/o jurídicas que posean aparatos o equipos 
bloqueadores o inhibidores de frecuencias y señales radioeléctricas de los 
sistemas de comunicación, y entreguen al Ministerio de Seguridad Pública dichos 
dispositivos, para proceder con la destrucción de los mismos. 

3.2. Sobre la facultad del legislador de establecer la política criminal 

 
La creación de los tipos penales constituye una competencia exclusiva del Poder 
Legislativo según los artículos 9, 39 y 121 de la Constitución Política, en palabras 
de la Sala Constitucional en esta materia “(…) el legislador tiene amplias 
potestades para establecer los parámetros que considere que cumplen con el 
propósito que justifica su existencia. En todo caso, la Sala advierte que la fijación 
de los montos de las penas no puede ser arbitraria ni antojadiza, como se indicó 
anteriormente, y todo depende de la ponderación que el legislador hace de una 
serie de valores supra legales en los que se debe reflejar ciertos principios y 
valores supremos, como el de razonabilidad constitucional…"3 
 
En el voto 2006-5977 de las quince horas con dieciséis minutos del tres de mayo 
de dos mil seis, la Sala Constitucional indicó: 
 

“…VII.- El diseño de la política criminal es competencia del legislador. Es la propia 
Constitución Política en su artículo 39 la que le asigna al legislador la competencia 
exclusiva para dictar la política criminal, es decir de determinar que conductas se 
penalizan y con qué quantum de pena, cuando señala que la creación de los 
delitos y las penas está reservado a la ley, de modo que esta Sala lo que puede 
controlar, es únicamente que ésta se dicte en armonía con el marco constitucional. 
Si la política criminal es particularmente buena o mala, es un tema que escapa - 
como se dijo-, de las competencias constitucionalmente asignadas a este 
Tribunal…“ 

 
 

                                            
2 AL-DEST-IJU-179-2016. Informe Jurídico del 9 de junio de 2016. 
3 Sala Constitucional, Voto No 10543-01, de las catorce horas y cincuenta y seis minutos del 
diecisiete de octubre del dos mil uno. 
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Entonces, a pesar de tener amplias potestades en el diseño de la política criminal, 
la tipicidad, entiéndase la conducta que por acción u omisión pretende 
encuadrarse en un tipo penal para considerarse como antijurídica, debe de 
responder a parámetros de racionalidad y proporcionalidad; principios 
constitucionales a los que nuestro Departamento se ha referido en el pasado de la 
siguiente manera: 
 

“Sobre el principio de razonabilidad hemos indicado que “(…) la ley no puede ni 
debe ser irracional, ya que debe nacer de una relación real y sustancial con 
respecto al objeto que se persigue. La racionalidad técnica significa una 
proporcionalidad entre medios y fines; la racionalidad jurídica implica una 
adecuación a la Constitución en general y, en especial, a los derechos y libertades 
reconocidos y garantizados en ella y en los Convenios Internacionales sobre 
Derechos Humanos debidamente vigentes en nuestro país y; por último, 
la razonabilidad sobre los efectos personales supone que no se pueden imponerse 
a esos derechos otras limitaciones o cargas que razonablemente se deriven de su 
naturaleza, ni mayores que las indispensables para que funcionen razonablemente 
en la sociedad.”4 
 
Sobre el principio de proporcionalidad, indicamos que “(…) implica que el acto 
legislativo debe ser apropiado para la realización de los fines que en él subyacen 
(principio de adecuación); debe ser necesario, es decir, que debe imponer la menor 
cantidad posible de restricciones a los derechos fundamentales de los habitantes 
de la República, lo que supone que el medio empleado por el legislador debe ser 
adecuado y necesario para alcanzar el objetivo propuesto y, sólo puede ser 
necesario, cuando el legislador no podía haber elegido otro medio, igualmente 
eficiente, pero que no limitase o lo hiciere de forma menos sensible el derecho 
fundamental y; por último, proporcional en sentido estricto, es decir, un acto 
legislativo justo a la medida”. 5 

 
Dicho lo anterior, entendiendo y ratificando que el establecimiento de la política 
criminal corresponde exclusivamente al legislador, el análisis de esta Asesoría se 
centrará en el articulado, sea, en identificar si la tipicidad objetiva y subjetiva y las 
respectivas penas, resultan razonables y proporcionales, de manera que, entre el 
hecho reprochable y los montos de las penas, se refleje una adecuada magnitud 
de la sanción que se prevé. 
 
 
 
 
 

                                            
4 Oficio AL-DEST- IIN-040-2020, referente al expediente N.º 20.569 
5 Ibidem 
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3.3. Consultas evacuadas para llegar al texto sustitutivo 
 
Habíamos adelantado que el texto sustitutivo fue aprobado por la Comisión 
Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en la sesión N.º 17 de 20 de 
octubre de 2022.  Las principales consultas que fueron evacuadas por ese órgano 
legislativo son las siguientes: 
 
Instituto Costarricense de Electricidad. Mediante oficio 264-1956-2021 de 12 de 
noviembre de 2021 indico que “se comparte el espíritu, alcance y redacción 
propuesta en los artículos 1 y 2 del proyecto” En torno a la disposición transitoria 
se sugirió establecer que se trata de días hábiles. 
 
Ministerio de Ciencia y Tecnología: Mediante oficio MICITT-DM-OF-1046-2021 

de 15 de noviembre de 2021 se formularon recomendaciones para mejorar y 
precisar el articulado, en especial respecto de la definición de los bloqueadores o 
inhibidores de señales radioeléctricas, que producen la interferencia perjudicial o 
perturbación intencionada de una comunicación con el fin de evitar el intercambio 
de información. 
 
Sobre la regulación existente se hace mención al artículo 24 de la Constitución 
Política que establece la inviolabilidad de las comunicaciones, así como la 
observancia del artículo  67 inciso 8) de Ley N.º 8642, Ley General de 
Telecomunicaciones, que establece como infracción muy grave el “emitir señales 
falsas y engañosas, así como producir interferencias o perturbaciones graves a las 
redes o servicios de telecomunicaciones”, lo que resulta concordante con el 
Reglamento sobre el Régimen de Protección al Usuario Final de los Servicios de 
Telecomunicaciones, No 010-A, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No 72 de 
fecha 15 de abril de 2010, que en su artículo 59 indica:  
 

“Artículo 59.-Uso de equipos supresores de señal. Los equipos supresores de señal 
son aquellos dispositivos que mediante la propagación de señales interferentes 
bloquean el acceso a los servicios de telecomunicaciones. Se prohíbe la instalación 
y utilización de equipos bloqueadores de señal que afecten las condiciones de 
calidad de los servicios de telecomunicaciones en zonas públicas, de libre acceso al 
público o propiedad de terceros”. 

 
En cuanto a la disposición transitoria para que personas físicas y/o jurídicas que 
posean aparatos o equipos bloqueadores o inhibidores de frecuencias y señales 
radioeléctricas de los sistemas de comunicación, entreguen al Ministerio de 
Seguridad Pública dichos dispositivos para proceder con la destrucción de estos, 
se indica: 
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“Según el análisis realizado es congruente con las buenas prácticas 
internacionales4 el establecer un transitorio para definir de forma precisa un plazo 
de entrega de los equipos que pasan a ser de uso ilegal en el país. En virtud de que 
la excepción de la prohibición se normaría en el Código Penal y no en la Ley No 
8642, se recomienda incluir al final de dicho transitorio lo siguiente: “Se excluyen los 
equipos bloqueadores o inhibidores de frecuencias que sean utilizados en recintos 
penitenciarios, de reinserción social, de internamiento para menores y de educación 
autorizados en atención a lo indicado en el inciso 4 del artículo 49 de la Ley N.º 
8642.6 

 
Ministerio de Justicia y Paz. Mediante oficio MJP-DM-720-2021 de 09 de 

noviembre de 2021 no realizó observación alguna a la propuesta. 
 
Organismo de Investigación Judicial (OIJ). Mediante oficio 898-DG-2021. /Ref. 
1243-2021 indicó que “(…) como parte de las tendencias delictivas 
contemporáneas se han sumado los dispositivos de bloqueo de frecuencias 
radioeléctricas, mismos que se han transformado en uno de los más novedosos 
instrumentos de los cuales están echando mano las personas delincuentes para 
obtener beneficios patrimoniales antijurídicos en perjuicio de un sinnúmero de 
víctimas. En virtud de lo citado, la voluntad, el espíritu y ánimo legislativo para 
atender este fenómeno en una etapa temprana es visto por esta Dirección 
General como una acción afirmativa en el control de estos instrumentos…” 
 
En cuanto a la tipicidad propiamente se agregó en dicho oficio que “(…) la 
tipificación mediante verbos rectores que comprenden todos los eslabones de la 
cadena causal también se distingue como elemento positivo del proyecto pues se 
transformará en un componente disuasivo para esquivar desde la portación hasta 
la utilización de estos aparatos” 
 
Procuraduría General de la República. Mediante oficio PGR-OJ-055-2022 de 31 
de marzo de 2022 realiza señalamientos en torno a una mejor precisión en la 
definición de inhibidores de señal de uso, se recomienda un tipo penal más 
completo que “(…) contiene todos los elementos que requiere una tipología penal 
para sancionar, proporcional y razonablemente, a quien utilice de forma 
intencional y maliciosa, para los fines de apropiación ilícita de bienes ajenos, 
dispositivos de radiofrecuencias inhibidores de señales” y se recomienda revisar 
la “pertinencia de la redacción del Transitorio VIII, por cuanto, además de que no 
existe un registro de los poseedores de estos aparatos, tampoco se establece una 
consecuencia ante la omisión de cumplir esta orden.” 
 

                                            
6 Oficio MICITT-DM-OF-1046-2021. 
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Corte Suprema de Justicia. Se remite oficio No SP193-2021 de 11 de noviembre 
de 2021 en el que consta ARTÍCULO XXVII de la sesión de la Corte Plena No 47-
2021 celebrada el 08 de noviembre de 2021, cuya conclusión es que “el Proyecto 
de ley objeto de estudio, en los términos formulados, NO incide en la organización 
ni en el funcionamiento del Poder Judicial; en virtud de que no implica la creación, 
modificación o eliminación de órganos jurisdiccionales o administrativos del Poder 
Judicial” 
 
IV. ANALISIS DEL ARTICULADO DEL TEXTO SUSTITUTIVO DE 20 DE 

OCTUBRE DE 2022 
 

ARTÍCULO 1, adiciona el inciso 31) al art. 6 de la Ley N° 8642 

 
El siguiente cuadro comparativo muestra la diferencia entre el texto base y el texto 
sustitutivo aprobado y dictaminado, véanse los resaltados: 
 

Texto base Texto sustitutivo 

[…] 
 
31) Bloqueadores de frecuencias y 
Señales GPS (Sistema de Posicionamiento 
Global) y datos. Dispositivo cuyo objetivo 
es interferir, inhabilitar, bloquear, desviar o 
generar disrupción en las señales 
radioeléctricas o celulares de los sistemas 
de comunicación. 
 

[…] 
 
31) Bloqueadores o inhibidores de 
frecuencias y señales radioeléctricas de 
los sistemas de comunicación: 

Dispositivo cuyo objetivo es interferir, 
inhabilitar, bloquear, degradar, desviar o 

generar disrupción en las señales 
radioeléctricas de los sistemas de 
comunicación. 

 
Es posible identificar que los cambios en la definición obedecen a las sugerencias 
realizadas por el Ministerio de Ciencia y Tecnología en el oficio MICITT-DM-OF-
1046-2021 de 15 de noviembre de 2021. 
 
Debido a la especifidad y la necesidad de una adecuada definición, los cambios en 
el concepto son acertados, en especial en lo que se refiere a la inclusión del 
término “inhibidores”, lo que abarca un alcance mayor en términos tecnológicos, 
así como se acierta con el uso del verbo “degradar”. 
 
Esta Asesoría no encuentra ningún reparo al respecto, su aprobación es un asunto 
de oportunidad y conveniencia, el texto del dictamen fue enriquecido. 
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ARTÍCULO 2-, adiciona un nuevo art. 259 bis al Código Penal (Ley 4573)  
 
Los textos entre el base y el sustitutivo se mantuvieron en esencial, aunque se 
añadió texto en este último, que se puede observar en lo resaltado en negrita.  
Sufrió modificaciones que vinieron a pulir la técnica del tipo penal, incluso la 
concordancia inserta.  
 

Texto base Texto sustitutivo 

Artículo 259 bis- Será reprimido con 

prisión de uno a seis años, a quien 
fabrique, comercialice, adquiera, instale, 
porte, utilice u opere equipos o dispositivos 
que permitan interferir; inhabilitar; bloquear; 
desviar o generar disrupción en las señales 
de telefonía celular; de radiocomunicación 
o de transmisión de datos o imágenes.  
 
Se exceptúan de la aplicación de esta ley, 
cuando se trate de lo previsto en la Ley N.º 
9597 y su Reglamento y la Ley N.º 8642. 
 
Si el delito fuera cometido por servidores 
públicos, la pena se agravará en un tercio. 
 

Artículo 259 bis- Será reprimido con 
prisión de uno a seis años, a quien 
fabrique, comercialice, adquiera, instale, 
porte, importe, distribuya, transporte, 
compre o venda, utilice u opere de los 
sistemas de comunicación, según se 
define en el inciso 31) del artículo 6 de la 
Ley General de Telecomunicaciones, 
Ley N.º 8642, de 04 de junio de 2008 y 
sus reformas. 
Se exceptúan de la aplicación de esta ley, 
cuando se trate de lo previsto en el 
artículo 49 de la Ley General de 
Telecomunicaciones, Ley N.º 8642, de 04 
de junio de 2008 y sus reformas. 

Si el delito fuera cometido por servidores 
públicos, la pena se agravará en un tercio. 

 
Como se denota, el texto sustitutivo agregó otra serie de verbos que serían objeto 
de reproche penal, a saber, a quienes importen, distribuyan, transporten, compren 
o vendan bloqueadores o inhibidores de frecuencias y señales radioeléctricas, lo que 
como, quedó analizado, es parte de la competencia de los legisladores de la 
República.  Se refuerza, además, la congruencia entre este nuevo tipo penal con 
la definición que aparecería en el inciso 31 de la Ley N° 8642. 
 
Lo anterior también puede obedecer a lo sugerido por la Procuraduría General de 
la República en el oficio PGR-OJ-055-2022 de 31 de marzo de 2022, que indicó 
“Se considera que es preciso modificar y adicionar la normativa jurídica que regula 
el uso de estos dispositivos desde una etapa temprana, abarcando todas las 
acciones que puedan estar involucradas para su existencia, desde quien los 
fabrica o los importa al país, como el que los adquiere, los instala y los usa, etc., 
generando una prohibición más completa que abarque e incluya a todas las 
etapas comprendidas”. 
 



 
 

11 
 

En lo que se refiere a las penas contempladas se consideran razonables y 
proporcionales, esta asesoría no objeta tal rango. Véase que se establece una 
pena mínima de un año y una máxima de seis años de prisión, lo que le otorga al 
juzgador un amplio margen de discrecionalidad, según las conductas, para la 
imposición de la pena, lo que dependerá de las características subjetivas de la 
gravedad, así como del nivel o valor de afectación al bien jurídico tutelado. 
 
En lo tocante a la excepción, el texto sustitutivo delimita lo previsto en el artículo 
49 de la Ley General de Telecomunicaciones, Ley N.º 8642, de 04 de junio de 
2008 y sus reformas. No obstante, dado que se trata de una excepción a una 
norma penal, esta Asesoría recomienda mayor precisión, pues lo que se quiere 
excepcionar es el inciso 4 del artículo 49 que fue objeto de reforma mediante a 
Ley No 9597 de 13 de agosto de 2018, razón por la cual se recomienda revisar y 
corregir. 
 
Finalmente, esta Asesoría se pregunta, y queda planteado a las y los legisladores, 
si una administración de la seguridad del Estado o del Poder Judicial, ya no de 
particulares, solo sí, en persecución criminal, tendría acceso a estas tecnologías, 
sin que se caiga en la definición o en este nuevo tipo penal de artículo 259 bis, en 
sentido de hacer uso en casos concretos y autorizados por juez.  Mírese que el 
tipo penal criminaliza y agrava la pena en un tercio, cuando son funcionarios 
públicos. 

ARTÍCULO 3, que adiciona un transitorio VIII a la Ley Nº 8642 

 
Obsérvese en tabla comparativa los cambios producidos par este Transitorio: 
 

Texto base Texto sustitutivo 
TRANSITORIO VIII- 
 
En el plazo de 30 días a partir de la entrada 
en vigencia de la ley, las personas que 
posean aparatos o equipos que sirvan para 
bloquear, cancelar o anular las señales de 
telefonía celular, radiocomunicación, 
transmisión de datos o imagen, deberán 
entregarlos al Ministerio de Seguridad 
Pública para proceder con la destrucción. 
 

TRANSITORIO VIII- 
 
En el plazo de 30 días a partir de la entrada 
en vigencia de la ley, las personas físicas 
y/o jurídicas  que posean aparatos o 
equipos bloqueadores o inhibidores de 
frecuencias  y señales radioeléctricas de 
los sistemas de comunicación, según se 
definen en el inciso 31) del artículo 6 de 
la Ley General de Telecomunicaciones, 
Ley No 8642, deberán entregarlos al 

Ministerio de Seguridad Pública para 
proceder con la destrucción de los 
mismos, de conformidad con la 
normativa existente en el país para la 
gestión integral de los residuos 
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electrónicos y eléctricos. 
Se excluyen los equipos bloqueadores o 
inhibidores de frecuencias y señales 
radioeléctricas de los sistemas de 
comunicación que sean utilizados en 
recintos penitenciarios, de reinserción 
social, de internamiento para menores y 
de educación autorizados, conforme 
con el inciso 4 del artículo 49 de la Ley 
General de Telecomunicaciones, Ley N.º 
8642, de 04 de junio de 2008 y sus 
reformas. 

 
Efectivamente, se procedió a una mejor precisión de esta disposición transitoria, 
insertando la nueva y más precisa definición del inciso 31) del artículo 6 de la Ley 
General de Telecomunicaciones, Ley No 8642. 
 
En cuanto a los días que se otorgan (30) es una decisión de resorte del legislador, 
entendiéndose en todo caso de conformidad con la Ley general de la 
Administración Pública que se trata de días hábiles (artículo 256, inciso 2).  No se 
menciona si hay alguna multa o sanción en caso de que no se haga la devolución 
en dicho plazo. 
 

En el último párrafo en lugar de decir “se excluyen” debería señalar “se 
excepcionan”.  Obviamente no se van a retirar los equipos bloqueadores o 
inhibidores de frecuencias y señales radioeléctricas de los sistemas de 
comunicación que sean utilizados en recintos penitenciarios, de reinserción 
social, de internamiento para menores y de educación autorizados.  Este es un 
tema que atañe a la seguridad y por tanto deben estar cubiertos de protección 
legal. 
 
V.   CONCLUSIONES. 
 
Primero: Que los propósitos del proyecto de ley, efectivamente se enmarcan en 
las metas del ODS 16, destinadas a fortalecer los mecanismos para garantizar el 
Estado de Derecho; adopción de prácticas que mejoren la eficacia de las 
instituciones públicas y, fortalecer las instituciones nacionales pertinentes para 
que cuenten con mecanismos para prevenir y atacar la capacidad de la 
delincuencia organizada. Lo cual, impacta en la meta del ODS 17 de conducir las 
políticas públicas a los desafíos definidos por la Agenda 2030. 
 
Segundo: Que es viable y posible que el legislador imponga nuevas obligaciones 

o regulaciones a los operadores y proveedores de servicios inalámbricos y a 
cualquier habitante, como la que se pretende establecer con este proyecto de ley 
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para que personas físicas y/o jurídicas que posean aparatos o equipos 
bloqueadores o inhibidores de frecuencias y señales radioeléctricas de los 
sistemas de comunicación, entreguen al Ministerio de Seguridad Pública dichos 
dispositivos para proceder con la destrucción de estos. 
 
Tercero: Que el establecimiento de la política criminal corresponde 
exclusivamente al legislador, y del análisis de la adición de un artículo 259 bis al 
Código Penal que se pretende adicionar, se concluye que es posible identificar 
claramente los verbos que abarcan a una serie de acciones objeto de reproche, 
así como las penas -mínima y máxima- en reflejo de una adecuada magnitud de 
la sanción que se prevé, tomando en cuenta la gravedad, así como del grado de 
afectación bien jurídico tutelado. 
 
Cuarto: Que no se identifican en el texto sustitutivo problemas de técnica 
legislativa y solamente se recomienda en el párrafo final del artículo 259 bis que 
se pretende adicional al Código Penal, indicar con mayor precisión que la 
excepción es con respecto al “inciso 4) artículo 49 de la Ley N.º 8642, de 04 de 
junio de 2008 reformado por Ley No 9597de 13 de agosto de 2018” esto por un 
tema de seguridad jurídica.   
 
Quinto.  Otra observación, esta, de técnica legislativa en el Transitorio respecto a 

sustituir “se excluyen” por “se excepcionan”. 
 
VI. ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. 
 
Votación 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política, este 
proyecto requiere de una votación de las dos terceras partes de los miembros de 
la Asamblea Legislativa -frecuencias y comunicaciones radioeléctricas-.  
 
Delegación  
 
La iniciativa NO puede ser delegada en una Comisión con Potestad Legislativa 
Plena por requerirse votación calificada. 
 
Consultas: 

 
Por tratarse de un texto sustitutivo que no incluye, modifica o inserta elementos 
esenciales nuevos al texto base que ya fue consultado,7 aun así, si los 
legisladores quisieran consultar nuevamente, las consultas obligatorias serian a: 
                                            
7 CON-092-2013 J de 29 de octubre del 2013, elaborada por Bernal Arias Ramírez 
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 Instituto Costarricense de Electricidad 

 Superintendencia de Telecomunicaciones (Sutel) 
 
Facultativas: 
 

 Ministerio de Seguridad Pública 

 Ministerio de Ciencia y Tecnología 

 Ministerio de Justicia y Paz 

 Organismo de Investigación Judicial 

 Procuraduría General de la República 

 Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica 
 

VII. FUENTES 

 
Poder Legislativo 
 

Constitución y Leyes: 

 Constitución Política. 

 Ley General de Telecomunicaciones, N.º 8642, de 4 de junio de 2008. 

 Ley N. ° 9597 del 13 de agosto de 2018. 
 
Departamento de Servicios Técnicos 

 AL-DEST-IJU-179-2016. Informe Jurídico del 9 de junio de 2016. 

 AL-DEST- IIN-040-2020, referente al expediente N.º 20.569. 

 CON-092-2013 J de 29 de octubre del 2013. 
 
Poder Ejecutivo 
 

Ministerio de Ciencia y Tecnología 

 Oficio MICITT-DM-OF-1046-2021 de 15 de noviembre de 2021. 
 

Ministerio de Justicia y Paz 

 Oficio MJP-DM-720-2021 de 09 de noviembre de 2021. 
 

Procuraduría General de la República 

 Oficio PGR-OJ-055-2022 de 31 de marzo de 2022 
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Poder Judicial 
 

Corte Suprema de Justicia 

 Oficio No SP193-2021 de 11 de noviembre de 2021 
 

Sala Constitucional: 

 Voto No 10543-01, de las catorce horas y cincuenta y seis minutos del 
diecisiete de octubre del dos mil uno. 

 Voto 2006-5977 de las quince horas con dieciséis minutos del tres de mayo 
de dos mil seis. 
 

Organismo de Investigación Judicial (OIJ) 

 Oficio 898-DG-2021. /Ref. 1243-2021 
 
Instituto Costarricense de Electricidad 

 Oficio 264-1956-2021 de 12 de noviembre de 2021. 

 Reglamento sobre el Régimen de Protección al Usuario Final de los 
Servicios de Telecomunicaciones, No 010-A. 

 
Portales Internet: 

 http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_compl
eto.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=67664&nValor3=80265&strT
ipM=TC 

 
 
 

 

Elaborado por: vegc 
/*lsch//31-10-2022 
c. arch//22590IJU//d/s/sil 
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